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PRESIDE: — Señora Representante Margarita Percovich. 


ASISTEN: — Señores Representantes Fernando Araújo, Jorge Barrera, Alejo Fernández Chaves, Mabel 
González, Jorge Orrico y Diana Saravia Olmos. 


INVITADOS: Señores profesores de la cátedra de Derecho Comercial doctores Saúl Pérez, Eduardo 
Gaggero y Nuri Rodríguez Olivera. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración tiene mucho gusto en recibir a 
la doctora Nuri Rodríguez Olivera y a los doctores Eduardo Gaggero y Saúl Pérez, representantes de la 
Cátedra de Derecho Comercial. 


SEÑOR PÉREZ.- Agradecemos a la Comisión por habernos recibido. De paso, señalo que lamentamos 
la demora en aceptar la invitación, que fue por razones ajenas. Obviamente nuestro interés máximo es 
colaborar en cuanto nos sea posible con la Comisión en particular y con el Parlamento en general. 


De acuerdo con lo que hemos hablado con la señora Presidenta, el proyecto sobre seguro obligatorio de 
automotores ya habría sido aprobado por la Comisión pero igual les interesaba conocer nuestra opinión al 
respecto. Los tres que estamos presentes en representación de la Cátedra de Derecho Comercial compartimos 
la iniciativa, que responde a una vieja aspiración que, inclusive, expresamos en unas jornadas sobre 
transporte que se hicieron en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas en 1987, a la que concurrieron 


profesores de Europa y América, en las que todos coincidieron en la conveniencia de implantar el seguro 
obligatorio. De manera que no vamos a formular más apreciaciones sobre ese proyecto. 


El proyecto que más relevancia tuvo en nuestras conversaciones fue el relativo a la liquidación concursal, un 
tema de enorme significación en el país. Lo dejaremos para el final porque los otros nos merecen una 
consideración mucho más breve. 


Con respecto al proyecto sobre prescripción, se nos ha consultado nuestra opinión acerca de la propuesta de 
modificación del artículo 1.018 del Código de Comercio. En rigor, el proyecto de la Cátedra de Derecho 
Civil refiere a abreviar los plazos de prescripción, lo que está en consonancia con la orientación general en 
derecho comparado. En eso coincidimos. En lo que refiere a la conveniencia o no de adecuar el plazo de 
veinte años para prescripción de las obligaciones personales que establece el artículo 1.018 del Código de 
Comercio, queremos hacer dos precisiones. Una es de carácter singular en lo que refiere a la correlación entre 
el Código de Comercio y el Código Civil. No tiene ningún sentido reducir el plazo de prescripción en el 
Código Civil a diez años y mantenerlo en el Código de Comercio a veinte. Eso, aparte de no ser razonable, 
generaría infinidad de conflictos y nos obligaría a plantearnos la conveniencia o no de mantener normas 
específicas en materia de obligaciones comerciales y civiles, etcétera, etcétera. La solución para el caso 
concreto -en eso coincidimos- es absolutamente afirmativa en cuanto a adecuar la norma comercial a la 
norma civil y reducir el plazo a diez años. Hay una serie de prescripciones cortas en derecho comercial, que 
no analizamos porque no fue lo que se nos solicitó. En lo que se refiere estrictamente al artículo 1.018, 
coincidimos en la conveniencia de reducir el plazo a diez años. 


El otro proyecto que se nos remitió es el relativo al registro de automotores. Es un tema que no es 
específicamente nuestro. La modificación que se plantea es una especie de sustitución de la enumeración que 
está en el texto de la Ley N* 16.871 con relación a qué se entiende por automotores, por un concepto. Desde 
ese punto de vista, no nos ofrece ninguna objeción. 


SEÑOR GAGGERO.- La verdad es que nos incumbe a todos porque somos usuarios de vehículos 
automotores o podemos ser acreedores de propietarios de vehículos automotores, y desde ese punto de 
vista me parece que hay que conciliar algunos intereses. Noto que si bien el vehículo automotor y otros 
que están en el Código General del Proceso son bienes muebles registrables, acá queremos que, 
además, sean registrados. Obviamente, los municipios quieren registrarlos y sabemos por qué, pero me 
preocupa una cosa y es que este proyecto agrega la aptitud para circular. Todos quienes tenemos 
vehículos antiguos estamos en la situación de que, de pronto, no pasamos el test vehicular. De 
aprobarse esta norma, el vehículo que no pase el test estará por lo menos suspendido en cuanto a su 
derecho a circular por la vía pública. Tal como está redactado el proyecto, parecería que es una 
exigencia más no solo que esté inscripto en la matrícula de la Intendencia efectiva sino que esté en 
condiciones de circular sumado a otras cosas que dice. Creo que se está innovando y no logro advertir 
el propósito de esa ampliación. Puntualmente no tenemos inconveniente en que el vehículo esté 
matriculado; es como la partida de nacimiento. Mientras no lo está es una cosa mueble; después, pasa 
a ser un bien mueble registrable y registrado. Tenemos la misma experiencia respecto de las aeronaves, 
que se matriculan, se registran y hasta tienen una bandera. Muchas veces -sobre todo en las actuales 
circunstancias económicas- el propietario de una aeronave puede no estar haciéndole el mantenimiento 
que requiere la autoridad que ejerce el control de la circulación aérea para permitirle volar. Sin 
embargo, no deja de ser una aeronave. No la vamos a radiar del registro y decir que no es una 
aeronave. 


En el caso del proyecto, ¿qué pasa con aquellos gravámenes o embargos que recaen sobre un bien mueble 
registrado que no tiene la aptitud que se exige aquí para circular por la vía pública, que puede ser transitoria o 
definitiva, porque tal como está redactado el proyecto deja de ser un vehículo? 


SEÑOR ORRICO.- ¿Cómo lo resolverían ustedes? 


SEÑOR GAGGERO.- Sacando esa exigencia. El motivo determinante de este proyecto es la necesidad 
de que haya un registro, es decir, una partida de nacimiento. La vida jurídica empieza más allá de sus 
antecedentes de gestación, primera venta, vendedores, importadores; en fin, creo que con eso 
alcanzaría. 


SEÑOR PÉREZ.- El proyecto que despertó más interés en nosotros es el que se denomina 
"Liquidación concursal". Nuestro interés era que participara el profesor Rippe, que en líneas 
generales fue el autor del proyecto, pero no pudo hacerlo por razones particulares. Conversando con él 
-y Obviamente se desprende de la exposición de motivos-, las razones por las que se propuso este 
proyecto son compartidas por todos nosotros. Todos somos muy críticos de nuestro régimen concursal, 
y con sobrada razón porque realmente es muy malo. Es muy antiguo y tiene una inflación de procesos 
como no lo debe tener el de otro país en el mundo. Creo que uno de los campeonatos que nos va 
quedando es el de tener más procesos concursales en el mundo. Si no recuerdo mal, tenemos catorce 
tipos de procesos concursales, lo que parece un poco exagerado para un país de tres millones de 
habitantes. 


Vaya en esto nuestra autocrítica puesto que también tenemos un exceso de proyectos de reforma, por 
ejemplo, de la legislación en materia de concordatos. El resultado es que no salió ninguno y que vamos 
emparchando la legislación en materia de concordatos -algo para algunos peor y para otros no tan malo-, 
como sucedió en la última ley de urgencia. En su momento creímos que esa reforma iba a mejorar mucho; al 
principio parecía que mejoraba bastante y ahora los Juzgados concursales han quedado sumergidos en un 
alud de expedientes. A esta altura, entrar al Juzgado ya es una peripecia, así que es algo que hay que revisar 
rápida y globalmente como hacen todos los demás países. Una asignatura pendiente que tenemos en Uruguay 
es que de una vez por todas reformemos nuestra legislación que, en el Código de Comercio, tiene 140 años. 
La ley sobre liquidación de sociedades anónimas tiene 110 años y las últimas leyes importantes en materia de 
concordatos tienen casi 80 años. En 80, 110 y 140 años han pasado unas cuantas cosas en el mundo, de 
manera que es hora de hacer un estudio en serio. 


El proyecto de ley parte de afirmaciones absolutamente compartibles: la crisis de la idea de la conservación 
de la empresa, la lentitud de los procesos concursales, la supervivencia de empresas inviables que hacen 
competencia desleal a las que pagan sus tributos y sus aportaciones a la seguridad social. Con eso estamos 
totalmente de acuerdo, pero tenemos serias discrepancias en cuanto a la forma en que se ha estructurado el 
proyecto que, de aprobarse, generaría una cantidad de dificultades. 


La doctora Nuri Rodríguez Olivera ha hecho un estudio pormenorizado de las objeciones que formulamos al 
proyecto. 


SEÑORA RODRÍGUEZ OLIVERA.- Tuvimos que leer varias veces el proyecto para entender su 
alcance; es decir que en una primera lectura no nos quedó claro cuál era el sentido de la normativa. Yo 
entendí -después de leer el proyecto varias veces, insisto- que se creaba una nueva fórmula procesal 
que se agrega a las ya existentes. Frente a una situación económica o financiera de dificultades, un 
deudor, una sociedad comercial, una sociedad civil, los acreedores o el Juez tienen distintas opciones. 
Acuden a la quiebra del viejo Código de Comercio, a la liquidación judicial de sociedades anónimas si 
se trata de una sociedad anónima, al Código General del Proceso si se trata de una sociedad civil, o si 
no, podrían optar por la nueva fórmula que este proyecto incorpora. Es decir que es un nuevo 
procedimiento concursal que se agrega a los existentes. 


Más aún, leyendo con detención las normas, me he encontrado con que un deudor que ya está en uno de los 
regímenes concursales vigentes podría verse afectado por un cambio de ese régimen porque se podría adoptar 
este que se crea. Por ejemplo, un señor está quebrado, se decretó su quiebra y, de pronto, en medio del 
proceso de quiebra cambia el proceso y se entra al régimen que establece este proyecto de ley. Pienso que eso 
causaría graves dificultades en la aplicación de la norma y en la interpretación del texto que se ha 
incorporado. Hay presupuestos distintos y condiciones diferentes para cada régimen concursal. 


El artículo 2” dice que no se aplican otras disposiciones legales pero el artículo 29 dice que sí. En 
consecuencia, si se sancionara este proyecto de ley, tendríamos un conjunto de normativas que se superponen 
y habría que hacer un esfuerzo imponente para conciliar este régimen, interpretarlo y entender el alcance de 
cada uno de los artículos que se están proyectando. Esta es la gran dificultad que veo en este proyecto de ley 
que me parece bastante confuso en su redacción. 


Nosotros propiciaríamos algo distinto, que llevaría mucho más tiempo pero que sería más seguro y más cierto 
para nuestra comunidad. Me refiero a dictar una nueva ley en la que, si se quiere, se derogue todo el régimen 
del Código de Comercio, la ley de 1893 y las demás leyes dictadas, creándose una sola ley que regule todas 


las situaciones que antes estaban previstas por las normas derogadas. De ese modo se crearía un régimen 
coherente, armónico y concreto. Desde ese punto de vista, un trabajo de ese tipo podría llevar dos años. 
Tenemos cierta experiencia en la materia y sabemos que crear una norma sobre un tema tan importante como 
el concursal insumiría un esfuerzo intelectual muy grande y de muchos. De todos modos, me parece que es lo 
viable, porque si no, estaremos haciendo un remiendo, un agregado que no servirá de nada. No encontramos 
que este procedimiento pueda servir para agilizar los procedimientos concursales. 


El doctor Pérez decía que estamos regidos por normas muy antiguas. Pienso que por ser antiguas no son 
malas en sí mismas como tampoco lo son el régimen del Código Civil ni el régimen del Código de Comercio 
en sus normas esenciales. A veces, somos malos quienes tenemos que aplicar las normas o lo malo es la 
insuficiencia del sistema para aplicarlas. En el caso concreto de los procesos concursales, el doctor Pérez 
señalaba que los Jueces concursales están desbordados en su tarea. Naturalmente que los expedientes se 
prorrogan indefinidamente, pero no porque la ley sea mala sino porque hay una imposibilidad de atender 
puntualmente todas las situaciones que se van creando en cada expediente. Basta ir a un Juzgado concursal 
para comprobarlo. Yo fui ayer y me quedé asombrada de su funcionamiento fáctico. Compadezco a las Juezas 
que están cumpliendo allí su tarea porque debe ser imposible abordar y atender todo en la forma debida. 


Me estoy yendo por las ramas. Yo hice un análisis del proyecto artículo por artículo que les puedo dejar para 
que puedan trabajar sobre eso. 


Una primera conclusión que extraigo es que hay que hacer un intento de mayor importancia, es decir, debe 
procederse a una regulación global. No hay que hacer un remiendo más que no va a agilitar ningún 
procedimiento. 


La segunda conclusión es que conviene que se haga una legislación conforme con los derechos positivos de 
los países del MERCOSUR. No podemos dictar una ley original, extravagante, que no se compadezca con las 
legislaciones de Argentina, Brasil y Paraguay. Entiendo que elaborar un proyecto de ley significa consultar 
los regímenes vigentes de todo el mundo para hacer una comparación y apreciar cuál es el mejor. No 
encontré en los antecedentes de este proyecto de ley ninguna referencia a ningún derecho positivo, de manera 
que no puedo saber en qué se inspiró quien redactó estas normas. Pienso que inventar fórmulas no nos sirve 
sino que debemos analizar las experiencias de otros países y decir: "Ah, esta solución argentina es buena; la 
podemos adoptar". Desde luego, hay que hacerlo manteniendo y comparando con nuestro derecho positivo, 
que también tiene soluciones buenas. 


Una tercera conclusión es que este proyecto trata de uniformizar el régimen para deudores civiles, 
comerciales, etcétera. Es decir que se crea un régimen igual cuando, generalmente, las situaciones son muy 
disímiles. No es lo mismo ser un civil que un comerciante, una sociedad civil que una sociedad comercial, ni 
una sociedad colectiva que una sociedad anónima. La discriminación debe hacerse necesariamente. Inclusive, 
como se hace en el resto del mundo, correspondería crear una disciplina distinta para las pequeñas y 
medianas empresas. Se habla mucho de las pequeñas y medianas empresas pero cuando llega el momento de 
regularlas debería haber previsiones sabias que pudieran evitar el desastre de pequeñas empresas y en lugar 
de llevarlas a esta liquidación administrativa feroz habría que tratar de resucitarlas y activarlas con algún 
mecanismo. 


Por eso, me parece que la ley no puede ser lineal, que equipare todas las situaciones. Puede hacerse una 
normativa común, pero de inmediato hay que establecer capítulos, apartados que digan que para determinada 
hipótesis hay un régimen distinto o normas especiales. 


SEÑOR ORRICO.- En nombre de los miembros de la Comisión agradezco enormemente la presencia 
de los representantes de la Cátedra de Derecho Comercial porque estamos aprendiendo mucho. 


Cuando la doctora Rodríguez Olivera dijo que hay que tomarse tiempo para elaborar un proyecto de ley 
mucho más estudiado, mucho más profundo, se nos ocurrió que para eso es necesario nombrar a determinada 
gente y trabajar sobre un anteproyecto bien elaborado como, por ejemplo, ocurrió con el Código de la Niñez 
y Adolescencia o tantas otras cosas que han venido de agentes externos al Parlamento y que este las ha 
tratado. Además de la Cátedra de Derecho Comercial, ¿quiénes serían los involucrados? Probablemente haya 
una parte civil en este tema y tendría que haber un civilista. ¿Piensan que la Liga de Defensa Comercial y ese 


tipo de organizaciones tendrían que participar en una comisión o grupo de trabajo que se creara para elaborar 
algo sobre esto? 


La experiencia que tenemos acá -hablo como político, porque los juristas son ustedes- es que en este tipo de 
normas que son complejas -por algo duran 80 años; además de que en su origen no serían malas, algún tipo 
de imposibilidad de cambiarlas habrá- los cambios requieren una aceptación de la sociedad y el asunto es 
cómo la involucramos. La forma de hacerlo es convocar a representantes de la gente que va a trabajar luego 
con estas cosas. A vuestro criterio, ¿quiénes tendrían que participar en un grupo de trabajo que empezara a 
hacer realidad eso que están pidiendo, es decir, una nueva ley que en profundidad lograra insertar una 
legislación que no es solo nacional sino que debe atender el MERCOSUR, la integración, etcétera? No es lo 
mismo hacer leyes hoy que hace cuarenta años. 


SEÑORA RODRÍGUEZ OLIVERA.- He tenido una experiencia muy interesante en esta materia 
porque colaboré con el doctor Ferro Astray -que ahora falta- y con el doctor Delfino en la redacción del 
proyecto de ley sobre sociedades comerciales. Este trabajo fue arduo y nos llevó un año durante el cual 
ellos concurrieron a mi domicilio particular, donde pasábamos gratos momentos discutiendo cada 
artículo de la ley. Después, el proyecto pasó a la Cámara, a una Comisión presidida por el doctor 
Sturla en la que se trabajó espléndidamente bien. Tengo el más grato de los recuerdos de aquel 
momento y debo de haber venido un año seguido al Palacio Legislativo, a una Comisión que manejó 
perfectamente el tema, donde analizamos el proyecto artículo por artículo, y se discutió cada coma y 
cada punto. 


Luego, en la Cámara de Representantes o en el Senado, ya no recuerdo, con la base del proyecto que se había 
elaborado se llamó a dar opinión a las entidades gremiales de profesionales, a las asociaciones de 
comerciantes y a todas las corporaciones que había en el medio que podían tener interés en el tema. Ese 
podría ser un camino, es decir, que dos o tres técnicos elaboren un proyecto y que luego sea sometido a la 
consideración de los involucrados en los temas concursales como la Liga de Defensa Comercial y de pronto 
la Cámara de Comercio o la Cámara de Industrias del Uruguay, es decir todas las organizaciones que puedan 
verse afectadas por una normativa de este tipo. Desde luego, también se debería consultar a los civilistas o 
más bien a los procesalistas, porque es un tema que tratan más los últimos que los primeros. 


Me parece que los procesos concursales comerciales revisten más interés que los concursos civiles porque 
son menos; por lo menos es lo que uno capta de la lectura del Diario Oficial cuando salen los avisos de los 
concursos. Pienso que el Instituto de Derecho Comercial estará siempre dispuesto a colaborar -aunque eso 
implica un sacrificio de tiempo- para ayudar al Poder Legislativo a elaborar un proyecto que sea más 
comprensivo. 


SEÑOR GAGGERO.- El señor Diputado Orrico dijo que ustedes eran los políticos y nosotros los 
juristas. Esos compartimentos estancos me preocupan mucho. Desde Aristóteles, el hombre es un 
animal político, no a la inversa. Nosotros no podemos proyectar una ley en un laboratorio y el jurista 
que no esté implicado con la realidad no es un jurista sino un bobo. Por eso me preocupan todos los 
intereses comprometidos. Ihiering, un gran filósofo del derecho, decía que el derecho debe buscar la 
armonía jurídica de los intereses, el consenso. Me parece muy loable que trabajemos sobre los datos de 
la realidad y no en un laboratorio, en los empolvados claustros. De lo contrario, por más lindas leyes 
que hagamos, la realidad nos pasará por arriba. El punto de vista de la integración es el que 
corresponde en una sociedad. 


SEÑORA RODRÍGUEZ OLIVERA.- En el caso de que este proyecto siga en marcha, hay una serie de 
críticas puntuales a tener en cuenta. 


En el artículo 1* se habla del objeto. Se dice que el objeto es "regular la liquidación del patrimonio de los 
sujetos". Aquí ya hay un equívoco y un error jurídico, porque en un proceso concursal como este no se 
liquidan patrimonios sino activos. Es una precisión jurídica que importa. Si una persona física es objeto de un 
proceso de liquidación, no se liquida su patrimonio. Se le van a sacar determinados bienes para someterlos a 
un proceso concursal especial pero seguirá con el resto de su patrimonio. Una persona física no puede quedar 
sin patrimonio como tampoco la persona jurídica. La persona jurídica quedará sin patrimonio el día en que se 
liquide, que se disuelva, pero mientras exista tiene patrimonio. Me parece que la redacción no es clara. 


El artículo 2” también está mal redactado. Establece que la norma se aplica a los casos previstos en la misma 
y se excluyen otras disposiciones legales, pero al final dice: "salvo las excepciones establecidas en esta 
misma ley". 


El artículo 3” establece una normativa sobre fuero de atracción. La norma prevista es correcta, pero el 
redactor se olvidó de que existe una norma muy completa en el artículo 13 de la Ley N* 17.292, que modificó 
los regímenes concursales anteriores creando una normativa sobre fuero de atracción muy interesante. 
Entonces, frente a este artículo 3% uno no sabe qué pasó. ¿El fuero de atracción se cambia? ¿Se derogó el 
artículo 13 de la Ley N” 17.292 o se va a aplicar a otros procesos concursales y no a este? Este artículo es de 
lo más extraño y de una ambigiiedad total. 


El artículo 4” se refiere a personas de derecho privado. Acá también nos permitimos recordar que el 

artículo 616 de la Ley N* 17.296 establece que también pueden concursar las personas de derecho público no 
estatales. O sea que este proyecto de ley no tiene en cuenta a aquella ley o, a lo mejor, no se ha querido 
someter a una liquidación de esta índole a personas de derecho público no estatales, pero en ese caso 
correspondería aclararlo, porque no se sabe qué se quiere establecer. 


En el artículo 5” se establece que cesación de pago es "el incumplimiento de cualquier obligación civil o 
comercial". Entiendo que la llamada "cesación de pagos" -una terminología quizás no adecuada pero que 
arrastramos desde hace siglos- comprende situaciones en que hay un efectivo incumplimiento y otras 
situaciones previstas en el Código de Comercio: la fuga de un comerciante del país sin dejar representante, el 
cierre de un establecimiento, el comerciante que se esconde, que se oculta, la propia declaración del 
comerciante diciendo que su situación es insostenible y que está en cesación de pagos aunque no haya dejado 
de pagar nada. Me parece que hay que adecuar los textos a la realidad. 


En el artículo 6” se establecen los presupuestos procedimentales y, en realidad, muchos de estos son 
presupuestos del proceso concursal, situaciones de cesación de pagos. Es decir que el artículo 5* está 
entreverado con el artículo 6”. 


Si este proyecto siguiera en discusión habría que adaptar la terminología, porque no es conveniente ni clara. 
Así, por ejemplo, el artículo 6” establece que rechazo de concordato es un presupuesto procedimental y 
entiendo que es más que eso; es un presupuesto objetivo. 


En este artículo también hay cosas muy extrañas. Por ejemplo, en el literal B) se establece como proceso 
procedimental "La solicitud de liquidación concursal promovida por uno o varios acreedores que representen 
por lo menos el cincuenta y uno por ciento de los créditos quirografarios". Si se trata de un procedimiento 
separado de la quiebra de concordato y demás, como pienso -la verdad es que no lo sé exactamente-, resulta 
que para que un acreedor siga este proceso tiene que reunir esta mayoría de créditos quirografarios. ¿Cómo 
un señor de la calle puede saber el monto total de los créditos quirografarios de un deudor comerciante? Esta 
norma no puede tener aplicación. Podría tenerla si ya hubiera un proceso de quiebra y se transformara en 
este; en ese caso, sí, habría estados contables, inventarios, relación de acreedores y se sabría. Pero para el 
presupuesto de que este régimen se aplique aunque no haya un proceso concursal previo, no tiene mucho 
sentido. 


El literal C) establece como presupuesto "La resolución judicial de liquidación concursal promovida por el 
propio tribunal en los casos siguientes”. Está mal redactado; no se puede considerar una resolución judicial el 
presupuesto de la misma resolución judicial. 


El numeral 6 del literal C) se refiere a: "Procedimiento de concordato preventivo o liquidatorio, quiebra, 
liquidación judicial o concurso civil en que se verifique que las obligaciones del deudor superan el cincuenta 
por ciento de sus activos". Es una cosa extraña; se enumeran todos los procesos concursales anteriores, lo que 
me hace suponer -en este mareo de interpretación- que este proyecto no pretende derogarlos. Es decir, puede 
haber un concordato preventivo, una quiebra, una liquidación, un concurso civil. En el medio de este proceso 
se constata que las obligaciones del deudor superan el cincuenta por ciento de sus activos, de manera que en 
esta hipótesis hay un presupuesto para pedir la liquidación especial que se crea en este proyecto de ley. 


Nos preguntamos si es adecuada la norma. Damos un ejemplo. Una sociedad tiene activos por valor de 
$ 100:000.000 y pasivos por $ 51:000.000. En este caso, ¿necesariamente debe disponerse la aplicación del 


régimen muy expeditivo que se crea? Se considera tan relevante el endeudamiento por $ 51:000.000 con 
respecto a los $ 100:000.000 de activos. 


En el inciso final del artículo 6” se prevé que puede haber una propuesta concordataria que obste a la 
declaración de liquidación si está firmada por "los acreedores que representen por lo menos el cincuenta por 
ciento de los créditos quirografarios y homologada por el tribunal". No entendemos nada. Quiere decir que se 
admite una solución concordataria pero no una de las previstas por nuestros regímenes anteriores, sino que 
basta que esté firmada por acreedores que representen el cincuenta por ciento de los créditos quirografarios y 
homologada por el tribunal. Tampoco se dice de qué tribunal se trata, si el que va a entender en el proceso o 
si debe venir homologada por otro tribunal. Hace casi cincuenta años que soy abogada y encuentro que se 
van a crear unas dificultades interpretativas increíbles. 


SEÑOR GAGGERO.- El rechazo de una moratoria da lugar a otra. En el país de las moratorias me 
parece que no es nada pecaminoso pedir una moratoria. Nos pasamos de una permisividad total a un 
régimen draconiano. Comparto enteramente la exposición de la doctora Rodríguez Olivera. 


SEÑORA RODRÍGUEZ OLIVERA.- Voy a saltear algunas de las observaciones que escribí en el 
informe que entregaré a la Comisión. 


El artículo 8” establece como contenido del auto que da ingreso a este procedimiento "sui generis" que se 
crea, "La inhabilitación del deudor concursado para el ejercicio de actividades civiles y comerciales por 
cuenta propia, con excepción del ejercicio de todo arte, profesión u oficio, comunicándose al Registro 
pertinente". Me parece buena la solución de que el concursado pueda realizar actividades que no sean 
comerciales o civiles sino ejercer, por ejemplo, su profesión. Sin embargo encontramos mal que no puedan 
ejercer por cuenta propia pero sí por cuenta ajena. Es decir que al señor se lo habilita para seguir ejerciendo 
el comercio pero puede ser Presidente del Directorio de una sociedad anónima. No me gusta; me parece que 
no puede ser así. Es una manera de encubrir actividades. Al señor se lo afecta en ciertas prohibiciones y no en 
otras actividades que pueden ser mucho más comprometedoras para todo el mundo y para el orden público 
que ejercer el comercio o que se establezca por cuenta propia. 


En el literal D) de este artículo se establece la inhabilitación del deudor concursado para actuar por cuenta 
propia pero no dice nada con respecto a una quiebra, a un proceso concursal de una sociedad comercial, de 
una sociedad civil. Se omiten cosas. De la misma manera que se inhabilita a una persona física habría que 
inhabilitar a una sociedad comercial o a una sociedad civil, porque no puede seguir con sus actividades 
durante el proceso. Pero eso no está claramente establecido sino que se deduce de otras normas. 


En el mismo literal se prevé la designación de un interventor liquidador que ha de tener título de abogado o 
contador. Recordamos que en la Ley N* 17,292 se ha establecido la posibilidad de que se designe a un 
representante de una institución gremial con personería jurídica. Naturalmente, esto lo promovió la Liga de 
Defensa Comercial y presiento que cuando vea este artículo querrá cambiarlo. 


Hay otros artículos que también tienen una redacción errónea. El artículo 9* se refiere al auto declaratorio y a 
la orden judicial de liquidación concursal como si fueran dos cosas distintas. Hay un solo auto inicial que es 
el declaratorio y el que inicia el proceso; no hay dos autos. 


Hay algo que no entiendo y que tal vez los señores legisladores me lo puedan aclarar. En el proyecto hay 
continuas referencias a créditos subordinados. Yo no sé qué son los créditos subordinados. Habría que 
preguntárselo al autor del proyecto. Algunos señores Diputados me indican que ellos tampoco lo saben. 
Menos mal. Tenía un poco de vergilenza de reconocer que ignoraba qué eran créditos subordinados. Se habla 
de créditos hipotecarios, referentes, privilegiados, quirografarios y subordinados. No sabemos de qué se trata 
esta categoría. 


En mi informe van a encontrar un listado de todo lo que no se previó. Por ejemplo, se establece que el 
interventor liquidador es quien avalúa los bienes del activo. Me pregunto con qué conocimientos un abogado 
puede avaluar lo que vale un inmueble o un equipo industrial. 


Es una norma que da facultades excesivas al interventor liquidador sin someterlo a ningún contralor, nada 
más que al eventual contralor judicial que después de hechos consumados verá si estuvo bien o no la venta de 


un activo, etcétera. 


Me parece que este proyecto propone soluciones muy riesgosas para todos, concediendo poderes 
extraordinarios a un interventor liquidador con ninguna o escasísima participación de los acreedores. Aquí se 
borró a la Junta de Acreedores. Los acreedores son ignorados. Probablemente nuestra Junta de Acreedores no 
tenga mucha eficacia, pero existe; es un elemento latente que en cualquier momento puede servir para tomar 
decisiones que interesen a los acreedores. Acá se la borra. A los acreedores no se les oye; solamente pueden 
recurrir. 


Hay una disposición sobre grupos económicos que es extraña. Se refiere a un tema que está en el orden del 
día de todos. El artículo 28 establece que frente al proceso concursal de un integrante de un grupo económico 
los demás integrantes pueden ser responsables de las deudas del concursado. Me parece que esto amerita un 
tratamiento mucho más severo. No es suficiente con establecer la responsabilidad de los otros integrantes del 
grupo sino que habría que disponer el proceso concursal también para las entidades que integran el grupo. No 
me gusta que si un señor domina quince empresas y le va mal en una siga trabajando tranquilamente con las 
demás, solamente haciéndose cargo de algo. ¿En qué régimen? ¿Con qué garantías? 


Es lo que se está viendo en el tema bancario. Había un señor que era dueño de muchas sociedades -un Rhom, 
un Peirano- y cada sociedad era independiente. El Decreto-Ley N* 15.322 -la llamada ley de Bancos- y sus 
leyes modificativas establecen que cuando se liquida un banco deben liquidarse sus colaterales. En el ejemplo 
que mencionaba antes, en los hechos se liquidó una sola; es decir que aunque teníamos una previsión no se 
cumplió. Pero pienso que la disposición del decreto-ley es sabia; no solo hay que liquidar al deudor 
concursado sino también a todos los que están alrededor, para hacer lo que en doctrina se llama una 
confusión patrimonial y que con los bienes confundidos se pague a todos los acreedores en un tratamiento 
igualitario. Eso es elemental y está en la legislación argentina. No siempre la quiebra de un integrante de un 
grupo llevará a la quiebra de los demás; la ley, naturalmente, establece las condiciones y me gustaría que 
fuera estudiada por el Parlamento. No basta con preguntarse dónde está el responsable. No; hay que crear un 
régimen más severo, que afecte seriamente a esas entidades que pueden haber dañado mucho a una de las 
sociedades como en este caso notorio que todos conocemos. 


Tampoco se ha previsto el efecto sobre los contratos. ¿Qué pasa con los contratos? Todo eso está muy 
regulado en el Código de Comercio y acá se prescinde de ello. Hay solo una disposición al respecto que 
establece ligeramente que los contratos celebrados se rescinden totalmente. No se sabe qué pasa con los 
contratos pendientes de ejecución. Falta un detalle contrato por contrato, porque cada uno tiene un régimen 
jurídico distinto que muchas veces requiere una disciplina especial. 


Por otra parte, se decreta la liquidación y no se notifica al deudor. Es algo increíble. Se toma una decisión de 
tanta importancia y no se prevé siquiera que se escuche al deudor al cual se establece esa liquidación. 
Acreedores con el 51%, sin justificarlo, piden la liquidación de acuerdo a esta norma y el Juez la decreta sin 
oír antes al deudor. Puede ser que el pedido sea arbitrario, y no se da defensa al deudor. Pienso que inclusive 
un sinvergiienza debe tener derecho a defenderse porque eso es lo que manda la ley, es decir, que haya las 
debidas garantías del proceso en todos los procedimientos. 


SEÑOR GAGGERO.- Quiero decir algo con respecto al seguro obligatorio. Como decía el doctor 
Pérez, es muy plausible que se establezca un seguro de esta naturaleza, pero me parece que el proyecto 
tiene algunas deficiencias. 


El seguro obligatorio se impone a empresas que están en un régimen desmonopolizado, de libre comercio, 
cada una ejerciendo sus primas a su manera, etcétera. Se les impone, en primera instancia, atender un seguro 
social. Me pregunto qué costo tendremos quienes aseguremos nuestros vehículos ya que, indudablemente, las 
compañías de seguro trasladarán la cobertura de los reclamos de gente que no esté asegurada a las primas de 
sus clientes. 


Por otra parte, ¿por qué se excluye al transporte ferroviario? Hay accidentes ferroviarios lo que, inclusive, ha 
dado lugar a una legislación especial. 


También se habla de asegurar hasta un máximo. ¿Yo cumplo asegurándome por el mínimo que asegura mi 
compañía? Normalmente, la técnica de este tipo de seguros indica, en primer lugar, que haya una 


responsabilidad objetiva, es decir, que se paga y después se discute; en segundo término, que haya un tope de 
responsabilidad máxima y mínima a la vez. En la forma en que está redactado creo que el artículo 8” se 
refiere a coberturas máximas pero acá estamos hablando de asegurar un mínimo tope de responsabilidad para 
las víctimas cuando haya alguien que no esté asegurado, cuando se trate de un vehículo robado, etcétera. 


No sé si la Comisión ha consultado a la Superintendencia de Seguros del Banco Central. ¿Y a los 
transportistas profesionales de carga o de pasajeros? ¿Cómo repercute este proyecto en ellos, que ya están 
sometidos a otros seguros obligatorios? 


SEÑORA RODRÍGUEZ OLIVERA.- El artículo 4” dice que el seguro obligatorio se exigirá a los 
vehículos matriculados en el extranjero. Estoy pensando en los turistas argentinos que ingresan al país. 
¿Cómo puede incidir esta normativa? 


Quiero referirme a otro tema sobre el que no hablé con mis compañeros de la Facultad. Escribí algunas 
sugerencias de modificación relativas al proyecto sobre prescripciones. Coincido con lo que decía el doctor 
Pérez en cuanto a la modificación del artículo 1.018 del Código de Comercio en el sentido de rebajar a diez 
años el término de prescripción por reclamo de obligaciones. Sin embargo, me parece que no es muy 
conveniente la propuesta de modificar el artículo 1.204 del Código Civil, que acota el término de 
prescripción adquisitiva de inmuebles. Me gusta más dar mayor seguridad al titular de los inmuebles para que 
no se vea envuelto en pretensiones de personas muchas veces inescrupulosas. 


Voy a poner el ejemplo de algo que me sucedió a mí. Hace cuatro años, falleció en Rivera un pariente un 
poco lejano y por casualidad me enteré de que le están iniciando un juicio de prescripción. Seguramente, 
quienes lo están haciendo saben que el señor ya falleció y que sus hijas viven desde hace muchos años en 
Estados Unidos. Por este tipo de cosas, entiendo que es más prudente para el derecho adquirido de todas las 
personas no acotar el plazo de prescripción. 


Tampoco me gusta la modificación del artículo 349 del Código General del Proceso, que establece que para 
los juicios de prescripción se siga un procedimiento de juicio extraordinario. Me parece que se debe seguir el 
procedimiento de juicio que tenga las mayores garantías procesales y no esto. 


Por último, hay dos o tres artículos que podríamos modificar en nuestro régimen de prescripción; en algunos 
casos se trata de artículos que quedaron derogados por normas laborales y, en otros, de redacciones que se 
podrían mejorar. En todo caso, lo converso con mis colegas y luego mando a la Comisión una propuesta 
concreta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Todavía no empezamos a trabajar sobre ese proyecto y nos interesaría 
mucho que nos enviaran sus sugerencias. 


SEÑOR ORRICO.- Quiero hacer algún comentario -seré breve porque voy a contestar acudiendo a mi 
memoria- con respecto a las observaciones de la doctora Rodríguez Olivera. 


Existe una industria de la prescripción que se da, por ejemplo, en balnearios. Hubo sucesos notorios en 
Canelones, se descubrieron algunos y otros no. Yo conocí gente que estaba dedicada a eso: tenía un elenco de 
testigos, alguien que avisaba, etcétera. Además, hay una costumbre arraigada en los uruguayos que tienen 
casas en los balnearios. Cuando un terreno está vacío, el de al lado empieza a cortar el césped, a poner un 
cerquito y a hacer actos de posesión. Los hace por diez años y después dice que fueron por treinta. Averiguan 
quién es el dueño y dónde está; de pronto lo conocieron y saben que los hijos -como en el caso que contaba la 
doctora Rodríguez Olivera- están en el extranjero. Hay una organización que se dedica a detectar este tipo de 
situaciones. Evidentemente, el tema es muy complejo. 


Con respecto a los costos del proyecto de seguro obligatorio, puedo decir que hablamos con las empresas 
aseguradoras y si bien no nos contestaron tajantemente -porque es muy difícil hacer previsiones en esta 
materia y los zapallos se irán acomodando a medida que avance el carro-, tanto el Banco de Seguros del 
Estado como las aseguradoras privadas nos dijeron que no preveían como consecuencia de la aplicación de 
esta norma un aumento de costos, en la medida en que, además, era previsible que hubiera un aumento en la 
demanda de seguros, es decir, un aumento de mercado ya que la cifra de autos no asegurados prácticamente 


es la mitad del total de vehículos que circulan, o lo era en el momento en que empezamos a discutir este tema 
y probablemente después de la crisis de agosto del año pasado haya otros números. 


También está el problema -cualquiera que maneje en carretera lo sabe- de la cantidad de vehículos que no 
están en condiciones de circular no solo por elementos contaminantes sino porque no tienen cosas 
fundamentales como luces de freno, la dirección en condiciones y tantas otras cosas. 


Quiero destacar que nos hemos preocupado por el tema y no prevemos que esto signifique un aumento de 
costos a quienes tenemos seguro. Si pasara, naturalmente habría que revisar algunas cosas. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Quiero expresar mi agradecimiento muy especial a los profesores 
que nos han visitado, que con gran generosidad han expuesto sus conocimientos sin duda muy vastos y 
muy profundos. Realmente uno se siente reconfortado cuando la Cátedra de una de las materias clave 
de nuestra Facultad colabora de esta manera tan generosa con todos nosotros, lo que muchas veces 
significa abrirnos los ojos porque, precisamente, entrábamos a tratar el proyecto sobre liquidación 
concursal y el análisis que nos han hecho ha sido exhaustivo y muy enriquecedor para todos. Yo, que 
llevo ya nueve años en esta Comisión, debo decir con toda franqueza que pocas veces ha venido una 
Cátedra tan esclarecedora en tan diversos puntos como los que han pronunciado los visitantes. 


Naturalmente nuestra Presidenta es quien nos representa pero por una especie de decanato que tengo en esta 
Comisión no estando hoy el señor Diputado Díaz Maynard, agradezco personalmente y en nombre de mis 
compañeros vuestra presencia. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- También quiero agradecer muy especialmente la presencia de los 
representantes de la Cátedra de Derecho Comercial, cuyo aporte ha sido sumamente importante y 
enriquecedor. 


Quiero disculpar al señor Diputado Barrera, quien se retiró cuando se comenzó a hablar sobre el proyecto de 
seguro obligatorio. Él ha procedido de esa manera cada vez que se ha tratado el proyecto debido a que tiene 
un relacionamiento laboral con una empresa de seguros y no ha querido participar en la discusión del tema. 
Él nos pidió que lo aclaráramos a nuestros visitantes para que no lo tomaran como un desaire de su parte y 
para que constara en la versión taquigráfica. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En nombre de todas y todos los integrantes de la Comisión hago mías las 
palabras del señor Diputado Fernández Chaves, quien tiene muchos años de experiencia en esta 
Comisión. El vuestro ha sido un aporte invalorable en una materia especialmente importante, y en tren 
de empezar a pensar en modificar, como lo señalaba la doctora Rodríguez Olivera, realmente hay que 
hacerlo cuidando todos los aspectos en juego, como en todos los temas jurídicos complejos. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


